
Ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economía Sostenible: 

 

 
Disposición final quincuagésima sexta. Modificación de la Ley Orgánica 

15/1999 de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter 
Personal. 

 
Se modifica la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de 
Carácter Personal en los siguientes términos: 
Uno. Se da nueva redacción al apartado 2 del artículo 43, que queda redactado en 
los siguientes términos: 
«2. Cuando se trate de ficheros de titularidad pública se estará, en cuanto al 
procedimiento y a las sanciones, a lo dispuesto en los artículos 46 y 48 de la presente 
Ley». 
Dos. Se da nueva redacción a los apartados 2 a 4 del artículo 44, que quedan 
redactados en los siguientes términos: 
«2. Son infracciones leves: 
a) No remitir a la Agencia Española de Protección de Datos las notificaciones previstas 
en esta Ley o en sus disposiciones de desarrollo. 
b) No solicitar la inscripción del fichero de datos de carácter personal en el Registro 
General de Protección de Datos. 
c) El incumplimiento del deber de información al afectado acerca del tratamiento de 
sus datos de carácter personal cuando los datos sean recabados del propio 
interesado. 
d) La transmisión de los datos a un encargado del tratamiento sin dar cumplimiento a 
los deberes formales establecidos en el artículo 12 de esta Ley. 
3. Son infracciones graves: 
a) Proceder a la creación de ficheros de titularidad pública o iniciar la recogida de 
datos de carácter personal para los mismos, sin autorización de disposición general, 
publicada en el “Boletín Oficial del Estado” o diario oficial correspondiente. 
b) Tratar datos de carácter personal sin recabar el consentimiento de las personas 
afectadas, cuando el mismo sea necesario conforme a lo dispuesto en esta Ley y sus 
disposiciones de desarrollo. 
c) Tratar datos de carácter personal o usarlos posteriormente con conculcación de los 
principios y garantías establecidos en el artículo 4 de la presente Ley y las disposiciones 
que lo desarrollan, salvo cuando sea constitutivo de infracción muy grave. 
d) La vulneración del deber de guardar secreto acerca del tratamiento de los datos 
de carácter personal al que se refiere el artículo 10 de la presente Ley. 
e) El impedimento o la obstaculización del ejercicio de los derechos de acceso, 
rectificación, cancelación y oposición. 
f) El incumplimiento del deber de información al afectado acerca del tratamiento de 
sus datos de carácter personal cuando los datos no hayan sido recabados del propio 
interesado. 
I) El incumplimiento de los restantes deberes de notificación o requerimiento al 
afectado impuestos por esta Ley y sus disposiciones de desarrollo. Mantener los 
ficheros, locales, programas o equipos que contengan datos de carácter personal sin 
las debidas condiciones de seguridad que por vía reglamentaria se determinen. i) No 
atender los requerimientos o apercibimientos de la Agencia Española de Protección 
de Datos o no proporcionar a aquélla cuantos documentos e informaciones sean 
solicitados por la misma. 
j) La obstrucción al ejercicio de la función inspectora. 



k) La comunicación o cesión de los datos de carácter personal sin contar con 
legitimación para ello en los términos previstos en esta Ley y sus disposiciones 
reglamentarias de desarrollo, salvo que la misma sea constitutiva de infracción muy 
grave. 
4. Son infracciones muy graves: 
a) La recogida de datos en forma engañosa o fraudulenta. 
b) Tratar o ceder los datos de carácter personal a los que se refieren los apartados 2, 3 
y 5 del artículo 7 de esta Ley salvo en los supuestos en que la misma lo autoriza o 
violentar la prohibición contenida en el apartado 4 del artículo 7. 
c) No cesar en el tratamiento ilícito de datos de carácter personal cuando existiese un 
previo requerimiento del Director de la Agencia Española de Protección de Datos para 
ello. 
d) La transferencia internacional de datos de carácter personal con destino a países 
que no proporcionen un nivel de protección equiparable sin autorización del Director 
de la Agencia Española de Protección de Datos salvo en los supuestos en los que 
conforme a esta Ley y sus disposiciones de desarrollo dicha autorización no resulta 
necesaria.» 
Tres. Se modifican los apartados 1 a 5 del artículo 45, siendo la redacción resultante la 
siguiente: 
«1. Las infracciones leves serán sancionadas con multa de 900 a 40.000 euros. 
2. Las infracciones graves serán sancionadas con multa de 40.001 a 300.000 euros. 
3. Las infracciones muy graves serán sancionadas con multa de 300.001 a 600.000 
euros. 
4. La cuantía de las sanciones se graduará atendiendo a los siguientes criterios: 
a) El carácter continuado de la infracción. 
b) El volumen de los tratamientos efectuados. 
c) La vinculación de la actividad del infractor con la realización de tratamientos de 
datos de carácter personal. 
d) El volumen de negocio o actividad del infractor. 
e) Los beneficios obtenidos como consecuencia de la comisión de la infracción. 
f) El grado de intencionalidad. 
g) La reincidencia por comisión de infracciones de la misma naturaleza. 
h) La naturaleza de los perjuicios causados a las personas interesadas o a terceras 
personas. 
i) La acreditación de que con anterioridad a los hechos constitutivos de infracción la 
entidad imputada tenía implantados procedimientos adecuados de actuación en la 
recogida y tratamiento de Ios datos de carácter personal, siendo la infracción 
consecuencia de una anomalía en el funcionamiento de dichos procedimientos no 
debida a una falta de diligencia exigible al infractor. 
j) Cualquier otra circunstancia que sea relevante para determinar el grado de 
antijuridicidad y de culpabilidad presentes en la concreta actuación infractora. 
5. El órgano sancionador establecerá la cuantía de la sanción aplicando la escala 
relativa a la clase de infracciones que preceda inmediatamente en gravedad a 
aquella en que se integra la considerada en el caso de que se trate, en los siguientes 
supuestos: 
a) Cuando se aprecie una cualificada disminución de la culpabilidad del imputado o 
de la antijuridicidad del hecho como consecuencia de la concurrencia significativa 
de varios de los criterios enunciados en el apartado 4 de este artículo.  
b) Cuando la entidad infractora haya regularizado la situación irregular de forma 
diligente. 
c) Cuando pueda apreciarse que la conducta del afectado ha podido inducir a la 
comisión de la infracción. 
d) Cuando el infractor haya reconocido espontáneamente su culpabilidad. 
e) Cuando se haya producido un proceso de fusión por absorción y la infracción fuese 
anterior a dicho proceso, no siendo imputable a la entidad absorbente.» 
Cuatro. Se añade un nuevo apartado 6 al artículo 45, pasando los actuales apartados 
6 y 7 a ser los apartados 7 y 8, siendo el texto del nuevo apartado el siguiente: 



«6. Excepcionalmente el órgano sancionador podrá, previa audiencia de los 
interesados y atendida la naturaleza de los hechos y la concurrencia significativa de 
los criterios establecidos en el apartado anterior, no acordar la apertura del 
procedimiento sancionador y, en su lugar, apercibir al sujeto responsable a fin de que, 
en el plazo que el órgano sancionador determine, acredite la adopción de las 
medidas correctoras que en cada caso resultasen pertinentes, siempre que concurran 
los siguientes presupuestos: 
a) Que los hechos fuesen constitutivos de infracción leve o grave conforme a lo 
dispuesto en esta Ley. 
b) Que el infractor no hubiese sido sancionado o apercibido con anterioridad. 
Si el apercibimiento no fuera atendido en el plazo que el órgano sancionador hubiera 
determinado procederá la apertura del correspondiente procedimiento sancionador 
por dicho incumplimiento.» 
Cinco. Se da nueva redacción a los apartados 1 a 3 del artículo 46, pasando a ser su 
redacción la siguiente: 
«1. Cuando las infracciones a que se refiere el artículo 44 fuesen cometidas en ficheros 
de titularidad pública o en relación con tratamientos cuyos responsables lo serían de 
ficheros de dicha naturaleza, el órgano sancionador dictará una resolución 
estableciendo las medidas que procede adoptar para que cesen o se corrijan los 
efectos de la infracción. Esta resolución se notificará al responsable del fichero, al 
órgano del que dependa jerárquicamente y a los afectados si los hubiera. 
2. El órgano sancionador podrá proponer también la iniciación de actuaciones 
disciplinarias, si procedieran. El procedimiento y las sanciones a aplicar serán las 
establecidas en la legislación sobre régimen disciplinario de las Administraciones 
Públicas. 
3. Se deberán comunicar al órgano sancionador las resoluciones que recaigan en 
relación con las medidas y actuaciones a que se refieren los apartados anteriores.» 
Seis. Se modifica el artículo 49 que pasa a tener la siguiente redacción: 
«Artículo 49. Potestad de inmovilización de ficheros. 
En los supuestos constitutivos de infracción grave o muy grave en que la persistencia 
en el tratamiento de los datos de carácter personal o su comunicación o transferencia 
internacional posterior pudiera suponer un grave menoscabo de los derechos 
fundamentales de los afectados y en particular de su derecho a la protección de 
datos de carácter personal, el órgano sancionador podrá, además de ejercer la 
potestad sancionadora, requerir a los responsables de ficheros de datos de carácter 
personal, tanto de titularidad pública como privada, la cesación en la utilización o 
cesión ilícita de los datos. Si el requerimiento fuera desatendido, el órgano sancionador 
podrá, mediante resolución motivada, inmovilizar tales ficheros a los solos efectos de 
restaurar los derechos de las personas afectadas. 
 
Disposición final cuadragésima tercera. Modificación de la Ley 34/2002, de 11 
de julio, de Servicios de la Sociedad de la Información y de Comercio 
Electrónico, el Real Decreto legislativo 1/1996, de 12 de abril, por el que se 
aprueba el Texto Refundido de la Ley de Propiedad Intelectual y la Ley 
29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-
administrativa, para la protección de la propiedad intelectual en el ámbito de 
la sociedad de la información y de comercio electrónico. 
 
Uno. Se introduce una nueva letra e) en el artículo 8.1 de la Ley 34/2002, de 11 de julio, 
de Servicios de la Sociedad de la Información y de Comercio Electrónico con el 
siguiente tenor: 
«e) La salvaguarda de los derechos de propiedad intelectual.» 
Dos. Se introduce un nuevo apartado segundo del artículo 8 de la Ley 34/2002, de 11 
de julio, de Servicios de la Sociedad de la Información y de Comercio Electrónico, con 
renumeración correlativa de los actuales 2, 3, 4 y 5: 
 



«2. Los órganos competentes para la adopción de las medidas a que se refiere el 
apartado anterior, con el objeto de identificar al responsable del servicio de la 
sociedad de la información que está realizando la conducta presuntamente 
vulneradora, podrán requerir a los prestadores de servicios de la sociedad de la 
información la cesión de los datos que permitan tal identificación a fin de que pueda 
comparecer en el procedimiento. Tal requerimiento exigirá la previa autorización 
judicial de acuerdo con lo previsto en el apartado primero del artículo 122 bis de la Ley 
reguladora de la Jurisdicción contencioso-administrativa. Una vez obtenida la 
autorización, los prestadores estarán obligados a facilitar los datos necesarios para 
llevar a cabo la identificación.». 
Tres. Se introduce una disposición adicional quinta en el Texto Refundido de la Ley de 
Propiedad Intelectual, aprobado por el Real Decreto legislativo 1/1996, de 12 de abril, 
con la siguiente redacción: 
«El Ministerio de Cultura, en el ámbito de sus competencias, velará por la salvaguarda 
de los derechos de propiedad intelectual frente a su vulneración por los responsables 
de servicios de la sociedad de información en los términos previstos en los artículos 8 y 
concordantes de la Ley 34/2002, de 11 de julio, de Servicios de la Sociedad de la 
Información y de Comercio Electrónico.» 
Cuatro. Se modifica el artículo 158 del Texto Refundido de la Ley de Propiedad 
Intelectual, aprobado por el Real Decreto legislativo 1/1996, de 12 de abril con la 
siguiente redacción: 
«Artículo 158. Comisión de Propiedad Intelectual. 
1. Se crea en el Ministerio de Cultura la Comisión de Propiedad Intelectual, como 
órgano colegiado de ámbito nacional, para el ejercicio de las funciones de 
mediación y arbitraje, y de salvaguarda de los derechos de propiedad intelectual que 
le atribuye la presente Ley. 
2. La Comisión actuará por medio de dos Secciones. 
La Sección Primera ejercerá las funciones de mediación y arbitraje que le atribuye la 
presente Ley. 
La Sección Segunda velará, en el ámbito de las competencias del Ministerio de 
Cultura, por la salvaguarda de los derechos de propiedad intelectual frente a su 
vulneración por los responsables de servicios de la sociedad de información en los 
términos previstos en los artículos 8 y concordantes de la Ley 34/2002, de 11 de julio, de 
Servicios de la Sociedad de la Información y de Comercio Electrónico. 
3. Corresponde a la Sección Primera el ejercicio de las funciones de mediación y 
arbitraje, de acuerdo con las siguientes reglas: 
1.º En su función de mediación: 
a) Colaborando en las negociaciones, previo sometimiento de las partes, para el caso 
de que no llegue a celebrarse un contrato, respecto a las materias directamente 
relacionadas con la gestión colectiva de derechos de propiedad intelectual, y para la 
autorización de la distribución por cable de una emisión de radiodifusión, por falta de 
acuerdo entre los titulares de los derechos de propiedad intelectual y las empresas de 
distribución por cable. 
b) Presentando, en su caso, propuestas a las partes. 
Se considerará que todas las partes aceptan la propuesta a que se refiere el párrafo 
anterior, si ninguna de ellas expresa su oposición en un plazo de tres meses. En este 
supuesto, la resolución de la Comisión surtirá los efectos previstos en la Ley 60/2003, de 
23 de diciembre, de Arbitraje, y será revisable ante el orden jurisdiccional civil. La 
propuesta y cualquier oposición a la misma se notificará a las partes, de conformidad 
con lo dispuesto en los artículos 58 y 59 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de 
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común. 
El procedimiento mediador se determinará reglamentariamente. 
2.º La Comisión actuará en su función de arbitraje: 
a) Dando solución, previo sometimiento de las partes, a los conflictos que se susciten 
entre entidades de gestión, entre los titulares de derechos y las entidades de gestión, o 
entre éstas y las asociaciones de usuarios de su repertorio o las entidades de 



radiodifusión o de distribución por cable. El sometimiento de las partes a la Comisión 
será voluntario y deberá constar expresamente por escrito.  
b) Fijando una cantidad sustitutoria de las tarifas generales, a los efectos señalados en 
el apartado 2 del artículo anterior, a solicitud de la propia entidad de gestión 
afectada, de una asociación de usuarios, o de una entidad de radiodifusión, siempre 
que éstas se sometan, por su parte, a la competencia de la Comisión con el objeto 
previsto en la letra a) de este apartado. 
Reglamentariamente se determinará el procedimiento para el ejercicio de su función 
de arbitraje. 
La decisión de la Comisión tendrá carácter vinculante y ejecutivo para las partes. 
Lo determinado en este apartado se entenderá sin perjuicio de las acciones que 
puedan ejercitarse ante la jurisdicción competente. No obstante, el planteamiento de 
la controversia sometida a decisión arbitral ante la Comisión impedirá a los Jueces y 
Tribunales conocer de la misma, hasta que haya sido dictada la resolución y siempre 
que la parte interesada lo invoque mediante excepción. 
3.º En el ejercicio de sus funciones para la fijación de cantidades sustitutorias de tarifas, 
la Comisión valorará, el criterio de utilización efectiva, por el usuario, del repertorio real 
de titulares y obras o prestaciones que gestionen las entidades y la relevancia y 
utilización en el conjunto de la actividad del usuario. 
La Comisión también podrá tener en cuenta, entre otros criterios o antecedentes, las 
tarifas existentes para la explotación de los mismos derechos y que hayan sido 
establecidas por la Comisión o en los acuerdos y contratos firmados por la propia 
entidad para situaciones análogas. 
4.º La Sección Primera de la Comisión estará formada por tres miembros nombrados 
por el Ministro de Cultura, a propuesta de los Subsecretarios de los Ministerios de 
Economía y Hacienda, Cultura y Justicia, por un período de tres años renovable por 
una sola vez, entre expertos de reconocida competencia en materia de propiedad 
intelectual. Los Ministerios de Cultura y Economía y Hacienda nombrarán, 
conjuntamente, al Presidente de la Sección Primera. La Sección se regirá por lo 
establecido en el presente texto y, supletoriamente, por las previsiones de la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y 
Procedimiento Administrativo Común y de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de 
Arbitraje. 
4. Corresponde a la Sección Segunda, que actuará conforme a los principios de 
objetividad y proporcionalidad, el ejercicio de las funciones previstas en los artículos 8 
y concordantes de la Ley 34/2002, para la salvaguarda de los derechos de propiedad 
intelectual frente a su vulneración por los responsables de servicios de la sociedad de 
información. 
La Sección podrá adoptar las medidas para que se interrumpa la prestación de un 
servicio de la sociedad de la información que vulnere derechos de propiedad 
intelectual o para retirar los contenidos que vulneren los citados derechos siempre que 
el prestador, directa o indirectamente, actúe con ánimo de lucro o haya causado o 
sea susceptible de causar un daño patrimonial. 
Antes de proceder a la adopción de estas medidas, el prestador de servicios de la 
sociedad de la información deberá ser requerido a fin de que en un plazo no superior 
a las 48 horas pueda proceder a la retirada voluntaria de los contenidos declarados 
infractores o, en su caso, realice las alegaciones y proponga las pruebas que estime 
oportunas sobre la autorización de uso o la aplicabilidad de un límite al derecho de 
Propiedad Intelectual. Transcurrido el plazo anterior, en su caso, se practicará prueba 
en dos días y se dará traslado a los interesados para conclusiones en plazo máximo de 
cinco días. La Comisión en el plazo máximo de tres días dictará resolución. La retirada 
voluntaria de los contenidos pondrá fin al procedimiento. En todo caso, la ejecución 
de la medida ante el incumplimiento del requerimiento exigirá de la previa 
autorización judicial, de acuerdo con el procedimiento regulado en el apartado 
segundo del artículo 122 bis de la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-
Administrativa.  



Lo dispuesto en este apartado se entiende sin perjuicio de las acciones civiles, penales 
y contencioso-administrativas que, en su caso, sean procedentes. 
La Sección, bajo la presidencia del Subsecretario del Ministerio de Cultura o persona 
en la que éste delegue, se compondrá de un vocal del Ministerio de Cultura, un vocal 
del Ministerio de Industria, Turismo y Comercio, un vocal del Ministerio de Economía y 
Hacienda y un vocal del Ministerio de la Presidencia. 
Reglamentariamente se determinará el funcionamiento de la Sección y el 
procedimiento para el ejercicio de las funciones que tiene atribuidas. El procedimiento 
para el restablecimiento de la legalidad, que se iniciará siempre a instancia del titular 
de los derechos de propiedad intelectual que se consideran vulnerados o de la 
persona que tuviera encomendado su ejercicio y en el que serán de aplicación los 
derechos de defensa previstos en el artículo 135 de la Ley 30/1992, estará basado en 
los principios de celeridad, proporcionalidad y demás previstos en la Ley 30/1992, de 
26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del 
Procedimiento Administrativo Común. La falta de resolución en el plazo 
reglamentariamente establecido tendrá efectos desestimatorios de la solicitud. Las 
resoluciones dictadas por la Comisión en este procedimiento ponen fin a la vía 
administrativa.» 
Cinco. Se modifica el artículo 9 de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la 
Jurisdicción Contencioso-administrativa, numerando su texto actual como apartado 1 
y añadiendo un apartado 2, con el contenido siguiente: 
 
«2. Corresponderá a los Juzgados Centrales de lo Contencioso-Administrativo, la 
autorización a que se refiere el artículo 8.2 de la Ley 34/2002 así como autorizar la 
ejecución de los actos adoptados por la Sección Segunda de la Comisión de 
Propiedad Intelectual para que se interrumpa la prestación de servicios de la sociedad 
de la información o para que se retiren contenidos que vulneren la propiedad 
intelectual, en aplicación de la Ley 34/2002, de 11 de julio, de Servicios de la Sociedad 
de la información y de Comercio Electrónico.» 

 


